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COMUNICACIÓN DE ACUERDO 
SCI-815-2008

20 de noviembre del 2008

	A:
	Dr. Dagoberto Arias, Rector a.i.

	
	Licda. Carolina Laurito Quesada, Jefe de Área de la Comisión de Hacendarios  de la Asamblea Legislativa

	
	Dr. Olman Segura, Presidente del Consejo Nacional de Rectores 

	
	Dr. Olman Segura, Presidente del Consejo Universitario de la UNA

	
	ML. Ivonne Robles Mohs Presidenta del Consejo Universitario UCR

	
	Dr. Rodrigo Arias, Presidente del Consejo Universitario de la UNED

	
	MBA. Jorge Mena C.,  Vicerrector interino de la Vic. de Administración

	
	Ingra. Giannina Ortiz, Vicerrectora de Docencia

	
	Licda. Ligia Rivas R., Vicerrectora de VIESA

	
	MBA. Silvia Hidalgo, Vicerrectora interina de la VIE

	
	Ing. Olger Murillo, Director de Sede, Sede Regional San Carlos 

	
	MBA. Rafael Hidalgo R., Director del Centro Académico de San José 

	
	

	DE:
	Licda. Bertalía Sánchez, Directora Ejecutiva 

Secretaría del Consejo Institucional 



	ASUNTO:
	Sesión Ordinaria No. 2587, Artículo 8, del 20 de noviembre del 2008.  Pronunciamiento del Consejo Institucional Proyecto de “Ley Especial para reducir la deuda pública mediante la venta de activos ociosos o subutilizados del sector público, que se tramita en el expediente No. 16.512” 


Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. En el apartado introductorio del Proyecto de Ley, son contundentes en afirmar que “La única normativa, a nivel legal que ha sido especialmente emitida sobre el particular fue el Artículo 8 de la Ley de Contingencia Fiscal, del 18 de diciembre de 2002, misma que tuvo un período de vigencia de solamente un año, en lo que interesa la citada norma indica “Venta de Activos: Autorízase a todos los entes y organizaciones de derecho público para que vendan todos los activos que corresponden a bienes inmuebles no afectados al dominio público, así como el equipo mobiliario sobre el cual proceda compra directa de acuerdo con los parámetros de la Ley de Contratación Administrativa que a criterio de la Institución resulten ociosos, innecesarios o suntuarios, de acuerdo con el efectivo cumplimiento del fin público correspondiente. Dichos procedimientos no requerirán previa autorización legislativa, pero la aplicación de esos ingresos deberá únicamente realizarse  al servicio de la deuda pública, lo cual deberá ser fiscalizado por la Contraloría General de la República…Una correcta política en esta materia debiera 
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empezar con la promulgación de una legislación especial al efecto, similar a la que hubo en el año 2003, aparejado con Reglamento y directrices a nivel del Poder Ejecutivo que complementen y faciliten ese proceso, y que le den un sello de “Necesidad” al tema”.  

2. Las regulaciones en este tema son escasas y este hecho es reconocido por quienes formulan la iniciativa, por lo que resulta pertinente una referencia concreta en la citada ley, que se refiera a mecanismos de protección para los Jerarcas de las Instituciones, con la finalidad de que no concurran en ellos causales de responsabilidad, de los distintos tipos que existen, lo que  hace necesario  emitir un agregado intermedio entre el Artículo número 2 y el Artículo número 3 que consigne lo siguiente: 

“La Proveeduría procederá a rendir un informe debidamente razonado al Jerarca de la Institución donde se especifique con sumo detalle los bienes de la Administración, que no están afectados al dominio público que pueden ser objeto de venta, aunado a los criterios técnicos requeridos que fundamenten por que se encuentran dentro de los bienes que se pueden vender, sea  por innecesarios, suntuosos o subutilizados”,  ya que por lo general los jerarcas no dominan a plenitud aspectos técnicos y una disposición normativa como la anterior o una que contenga la esencia de este precepto, automáticamente libera al funcionario encargado de la Institución de cualquier causal que genere responsabilidad, informe que a su vez sirve de plataforma para que el Jerarca pueda  rendir la resolución fundada, observando el plazo ya estipulado en el citado Proyecto de Ley, que consta de quince días siguientes a la emisión de la resolución de la Proveeduría Institucional, donde se detalle la totalidad de los bienes objeto de venta.  Pareciera que el asunto está regulado en el artículo 3 del Proyecto de Ley, más sin embargo, la redacción es muy genérica y requiere de especificidad, constituyéndose esta última, en garantía de que el Jerarca no podrá ser requerido, por situaciones que generen responsabilidad al interior de la Administración, aunado a que todos los trámites producto de esta gestión, deben contar con el aval de la Contraloría General de la República, así como a la Dirección General de Administración de Bienes y Contratación Administrativa, como órgano rector del “Sistema de Administración de Bienes y Contratación Administrativa”, designado así por medio de la Ley de Administración  Financiera y Presupuestos Públicos No. 8131, publicada en la Gaceta No. 198 del 16 de octubre del 2001, Artículos 97 y siguientes, a la que se le da la siguiente competencia por ley “La Dirección General de Administración de Bienes y Contratación Administrativa, es el órgano rector del denominado Sistema de Administración de Bienes y Contratación Administrativa, por lo que entre otras funciones, le corresponde dar los lineamientos para donar “Todos los bienes, las obras o los servicios que la Administración Central reciba en carácter de donaciones 
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nacionales o internacionales; asimismo dar los lineamientos para vender o donar bienes de los órganos  de la Administración Central, que ingresen en la categoría de bienes en desuso o mal estado”, que en su Artículo 37 indica: “Para los casos de venta y permuta, esta se hará por medio de remate o licitación pública de acuerdo con los alcances de la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento General.  La base será fijada en el avalúo respectivo y deberá cumplirse con los siguientes requisitos: 

a. Relación pormenorizada de los bienes por clasificación, indicando la cantidad, clase, estado, especificaciones y valores

b. Acta de entrega y recibo firmada por los actuantes.

c. Entrega física de los bienes del adjudicatario

d. Aviso a la Dirección General de Administración de Bienes y Contratación Administrativa, comunicando la baja de los bienes”, nótese que es importante tener presente a la dependencia anteriormente citada, ya que es la competente para conocer del asunto”.

3. Dentro de la motivación del Proyecto de Ley literalmente se consigna “…Dentro de esa normativa se cobijan los supuestos en que la Administración decida deshacerse de un bien, por considerarlo innecesario, suntuario, subutilizado o por cualquier otro motivo”, mas no especifica de manera determinada y concreta cuáles son esos otros motivos, ni indica sobre cuál órgano de la Administración va a recaer la función de rendir criterio técnico que determine cuáles son los parámetros para concluir que un activo es innecesario, suntuario o subutilizado.  

4. El Artículo 84 de nuestra Constitución Política señala que “El Estado dotará de patrimonio propio y colaborará en su financiación”, ello en alusión directa a las universidades y su autonomía especial.

Este artículo es reforzado y ratificado por el 85 de la misma Constitución cuando dice “El Estado dotará de patrimonio propio a la Universidad de Costa Rica, al Instituto Tecnológico de Costa Rica, a la Universidad Nacional y a la Universidad Estatal a Distancia y les creará sus rentas propias, independientemente de las originadas en estas instituciones…”.   

5. El Artículo 1 del Proyecto en análisis, podría ser considerado en su párrafo primero como una posible actuación permisiva o agilizadora de los procedimientos de liquidación de bienes ociosos o subutilizados, ello siempre y cuando las instituciones del Estado voluntariamente hayan decidido darle el destino pretendido por el proyecto, cual es el pago de la deuda pública. 
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6. En cuanto al párrafo segundo de ese mismo artículo, es criterio que el imponer por parte de una Ley que el producto o los recursos generados por la venta o liquidación del patrimonio institucional ocioso o en desuso, deba ser -“sin excepción”- aplicado al pago de la deuda pública, es una imposición y restricción al patrimonio universitario, por cuanto se afecta su autonomía financiera contemplada en los artículos constitucionales arriba citados.

7. La Universidad en aplicación de principios procedimentales de la contratación administrativa es la que decide en qué va a emplear los fondos generados con la venta de esos activos, y si es su voluntad entregárselo al Estado para ayudar en el pago de esa deuda pública, ello es totalmente procedente, más la imposición mediante ley de direccionar esos dineros en ese único fin, no podría ser de recibo no solo desde la más alta esfera jurídica –Constitución Política- sino desde la razonabilidad y racionalidad administrativa, puesto que la Institución de Educación Superior, por lo general cuando desecha un bien, es por su necesidad de modernizarlo, de sustituirlo, con lo cual la venta del bien desechado, pasa a formar parte del presupuesto necesario para la compra del nuevo bien.

8. La posibilidad de que la Universidad -dentro de su misión de extensión y proyección a la comunidad- proceda a donar esos bienes a instituciones u organizaciones con fines públicos nacionales o regionales, cuyo impacto social es importante,  la universidad estaría haciendo un aporte bajo la naturaleza propia de sus fines. En consecuencia, el adoptar esa imposición normativa, vendría en menoscabo de la proyección a la comunidad y del ejercicio de su autonomía administrativa y financiera. 

9. Preocupa que mediante esta ley se constriñen las potestades de la universidad en cuanto a decidir qué bienes desechar o cambiar, toda vez que es la universidad quién después de una valoración casuística, determinará el momento oportuno para hacer esa liquidación – o donación si a bien lo tiene- y dependiendo de sus recursos y necesidades.
En el párrafo segundo de ese artículo 4 preocupa el señalamiento de que “El ente contralor no podrá aprobar los respectivos presupuestos hasta que ese informe sea rendido en tiempo y forma, de conformidad con lo previsto en el Reglamento a esta Ley”.  Es decir, estamos frente a un supuesto en donde si la universidad no ha rendido el informe requerido en el artículo 1 del proyecto, la Contraloría podría paralizar la aprobación de su presupuesto, o lo que es lo mismo podría paralizar el funcionamiento de una Universidad Estatal.
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ACUERDA:
a. Manifestar a la Asamblea Legislativa nuestra oposición parcial al Proyecto “Ley Especial para reducir la deuda pública mediante la venta de activos ociosos o subutilizados del sector público”, que se tramita bajo el Expediente No. 16.512, por considerar que este contiene disposiciones que contravienen la autonomía universitaria en su dimensión patrimonial, de organización y decisión.

En la medida que no hayan criterios técnicos de soporte para la selección de los bienes sujetos a lo establecido en esta Ley, se atenta contra el destino racional de los bienes del estado y la sostenibilidad de los servicios que el mismo está obligado a brindar a la población y se deja abierta la posibilidad de socavar el patrimonio de las Instituciones Públicas.  En particular, esto puede presentarse si se obvia que en muchas ocasiones la subutilización o no uso de los activos se debe a la mala gestión de las autoridades y no a que estos sean innecesarios para el servicio por brindar. 

b. Recomendar vehementemente a la Asamblea Legislativa, que la alusión hecha a las universidades, sea únicamente en cuanto a que estas podrán acogerse a lo estipulado en el Artículo 1 del Proyecto, cuando voluntariamente deciden destinar la liquidación de bienes en desuso u ociosos al pago de la deuda pública. 

c. Solicitar respetuosamente a la Asamblea Legislativa, eliminar a las universidades de la obligatoriedad de ese procedimiento (quedando voluntario según se dijo supra), así como de la rendición del informe anual señalado en el Artículo 4 del Proyecto. 

d. Reiterar nuestro ofrecimiento de poner a su disposición el recurso humano especializado del Instituto Tecnológico de Costa Rica, para que colabore con el análisis de las iniciativas de Ley que se presenten en esta materia.

e. Comunicar este acuerdo a la Asamblea Legislativa, al Consejo Nacional de Rectores (CONARE) y a los Consejos Universitarios de las universidades estatales costarricense. 

f. Comunicar.  ACUERDO FIRME.
BSS/yz
	ci.  Secretaría del Consejo Institucional 
	Oficina de Prensa 

	Auditoría Interna
	Centro de Archivo y Comunicaciones

	Asesoría Legal 
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